En la ciudad de Mar del Plata, a los 19 días del mes de mayo del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-2410-MP1 “TELEFONICA COMUNICACIONES PERSONALES S.A. c. MUNICIPALIDAD DE GENERAL PUEYRREDON s. PRETENSION ANULATORIA”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Mora y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial Mar del Plata dictó pronunciamiento rechazando la medida cautelar peticionada por Telefónica Comunicaciones Personales S.A. mediante la cual se perseguía la suspensión de los efectos de la Resolución dictada con fecha 25 de marzo de 2008 por el Sr. Juez Municipal de Faltas N° 1 del Partido de General Pueyrredon.
II. Declarada por esta Cámara la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto a fs. 132/134 por la parte actora [cfr. res. de fs. 138] y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia –providencia que se encuentra firme-, corresponde votar la siguiente:

CUESTION
¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto a fs. 132/134 por la accionante?
A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:
I.1. A fs. 128/130 el a quo resolvió rechazar la medida cautelar peticionada por Telefónica Comunicaciones Personales S.A. mediante la cual se perseguía la suspensión de los efectos de la Resolución dictada con fecha 25 de marzo de 2008 por el Sr. Juez Municipal de Faltas N° 1 del Partido de General Pueyrrredon.

Luego de precisar el alcance del pedimento cautelar, resaltó que la impugnación judicial de un acto administrativo carecía per se de entidad suficiente para obtener un mandato jurisdiccional que dispusiera la suspensión de sus efectos.

Recordó que existían posturas jurisprudenciales de las que se desprendía que cuando se impugnaban actos administrativos sancionatorios en el contexto del Código de Implementación de los Derechos de los Consumidores y Ususarios resultaba improcedente pronunciarse sobre pedimento cautelar alguno desde que, la previsión contenida en el art. 60 de la ley 13.133, descartaba la configuración del recaudo del peligro en la demora.

Empero, consideró que como consecuencia de la doctrina de la Suprema Corte Provincial que establecía la necesidad de emitir un pronunciamiento expreso aún frente a regímenes normativos que otorgaran efectos suspensivos a la mera interposición de la demanda, resultaba necesario adentrarse al examen de los recaudos de admisibilidad de la cautelar peticionada.
Agregó –con sustento en citas jurisprudenciales- que no correspondía interpretar a los textos legales de manera mecánica o automática, por lo cual, frente a mandas legales que dispusieran la suspensión de los efectos del acto administrativo por la sola interposición de la demanda, resultaba necesario ponderar si se hallaban reunidos o no los recaudos de admisibilidad cautelar. 

Consecuentemente, estimó que la mera interposición de la demanda no resultaba causal suficiente para tener por configurada la suspensión de la ejecución del acto. Por el contrario, puso de resalto la necesidad de pronunciarse expresamente sobre la concurrencia o no de los recaudos de admisibilidad cautelar, máxime cuando el artículo 60 de la ley 13.133 no solo no regula un supuesto “tan claro”, como el previsto en la ley 10.869 sino que simplemente se refiere a la condición de “ejecutoriedad” que ostentan los actos administrativos en general.
Fijado lo anterior, se adentró a examinar los recaudos de admisibilidad cautelar al abrigo del régimen previsto por el ordenamiento procesal contencioso administrativo y en tal faena, descartó que la sola interposición de la demanda resultara suficiente para tener por configurado el recaudo de la verosimilitud en el derecho, por cuanto la ejecutoriedad de los actos administrativos no se encuentra condicionada en su vigencia a la articulación o no de reclamo alguno ante la jurisdicción.
Para más, señaló que el examen de las actuaciones administrativas y la restante documentación agregada al proceso, no permitían brindar al derecho invocado un grado de verosimilitud suficiente como para dar por cumplido el primero de los recaudos establecidos por el artículo 22, inc. 1°, ap. a) del C.P.C.A.
Descaratada la configuración de la verosimilitud en el derecho, estimó innecesario pronunciarse sobre los restantes recaudos de admisibilidad cautelar.

2. Contra el mentado pronunciamiento se alza la sociedad accionante a fs. 132/134.

Con el objeto de desbaratar el soporte argumental del fallo, la apelante descalifica el razonamiento del sentenciante, indicando que la sola interposición de la pretensión anulatoria contra el acto administrativo sancionador dictado por el Juzgado Municipal de Faltas N° 1 en los términos de la ley 13.133 conlleva –necesariamente-, la suspensión de su ejecución en los términos del art. 60 de la mentada reglamentación.
Pone de resalto que el art. 60 dispone que la sanción dispuesta por resolución administrativa solo podrá ser cumplimentada cuando se encontrare “consentida o ejecutoriada”. Y al abrigo de tal previsión legal, estima que la aplicación de la sanción dispuesta por la Justicia Municipal de Faltas se encuentra supeditada hasta tanto se dicte pronunciamiento definitivo en el presente proceso.

En una segunda parcela de agravios recuerda que aún cuando el proceso cautelar resulta idóneo para efectivizar la garantía reconocida en art. 15 de la Constitución local y asegurar el control de los actos de la Administración Pública, en la especie, no correspondía al magistrado de grado pronunciarse sobre la existencia o no de la verosimilitud en el derecho desde que, por aplicación del art. 60 de ley 13.133, debió -ante la interposición de la demanda- limitarse a declarar la automática suspensión de los efectos de la resolución administrativa.

II. El recurso merece estima.
La cuestión a dirimir consiste en determinar cuál es el alcance que cabe atribuírsele a la manda legal contenida en el art. 60 del Código de Implementación de los Derechos de los Consumidores y Usuarios en cuanto dispone en su art. 60 que “… consentida o ejecutoriada la resolución administrativa, se procederá al cumplimiento de las sanciones previstas en esta Ley”.
Repárese que frente a la demanda impugnatoria -articulada en los términos del art. 12 inc. 1° del C.P.C.A.- de la resolución dictada por el Juez Municipal de Faltas N° 1 en el marco del procedimiento reglado por la Ley de Defensa del Consumidor y su Código de implementación [Ley 24.240 y ley 13.133], se entrecruzan dos visiones antagónicas relativas al alcance, interpretación y efectos que cabría proyectar –en razón de lo dispuesto por el art. 60 de la ley 13.133- sobre la ejecutoriedad del acto administrativo sancionatorio, cuando resulta impugnado ante la jurisdicción.

De un lado, el magistrado de grado descarta que la sola interposición de la demanda impugnatoria de la resolución administrativa tuviera per se, entidad para suspender los efectos del acto atacado. Para así postularlo, puso de resalto que: (i) el art. 60 de la ley 13.133 no ostentaba la claridad interpretativa que cabía predicarse respecto del art. 36 de la ley 10.869 y; (ii) frente a regímenes que expresamente disponían efectos suspensivos ante la promoción de un reclamo ante la jurisdicción, la Corte local exigía –como condición previa para así disponerlo- efectuar el examen expreso de los recaudos de admisibilidad cautelar.
Como corolario lógico de ello, el a quo desechó la posibilidad de disponer la suspensión de los efectos de la resolución administrativa por el solo hecho de su impugnación judicial y consideró necesario adentrarse al examen de los recaudos de admisibilidad cautelar [arts. 22 a 26 del C.P.C.A.] y, previo descartar la configuración del primero de tales requisitos [verosimilitud en el derecho], desestimó el pedimento peticionado por la firma accionante en el punto IV del escrito de demanda obrante a fs. 7/31.

Por el otro, la firma apelante -pregonando una postura contraria a la que cimenta el fallo apelado-, aduce que el art. 60 de la ley 13.133 resulta determinante en cuanto a que la sola interposición de la demanda acarrea la automática suspensión de los efectos de la resolución administrativa hasta tanto se expida en forma definitiva la jurisdicción y que, por tal motivo, el magistrado de grado no pudo válidamente inaplicar la manda legal y menos aún, adentrarse al examen de los recaudos de admisibilidad cautelar.

2. Cierto es que por regla, la sola interposición de una demanda impugnatoria que ponga en juicio la validez de un acto administrativo carece, en razón de la fuerza ejecutoria que ostenta tal tipología de actuación estatal, de entidad para privar sin más de efectos al acto impugnado.
La ejecutoriedad es la facultad atribuida por el ordenamiento jurídico a los órganos estatales para disponer per se la realización o el cumplimiento del acto administrativo, sin necesidad de acudir a la intervención de la justicia, empleando para ello, de ser necesario, procedimientos de ejecución coactiva (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 65.096 “Sagrario”, sent. de 23-II-2005; esta Cámara causa C-1853-MP2 “Municipalidad de General Pueyrredon”, sent. de 15-IV-2010).
Desde tal plataforma se explica el hecho de que la reglamentación procesal regule con precisión el instituto de la suspensión de los efectos del obrar estatal como una medida perteneciente al capítulo cautelar (cfr. arts. 22 y ss. del C.P.C.A.; 230, 232 en correlación con el art. 683 del C.P.C.C., art. 9 ley 13.928). De tal modo, salvo que el órgano jurisdiccional acoja la tutela suspensiva que le sea requerida al hallar presentes los recaudos para su decreto, la ejecución de los actos impugnados, en razón de la nota de ejecutoriedad que ostentan, no puede ser enervada.

Aunque lo anterior actúa como paradigma general, no es menos cierto que no en todos los casos la ejecutoriedad del acto administrativo está directamente garantizada. En algunos casos, cuando la actuación estatal conlleva una restricción o limitación coactiva de derechos fundamentales de la persona como la libertad y la propiedad [v. arts. 14, 17, 18  de la Constitución Nacional y 10 de la provincial), se ha justificado la necesaria intervención de los órganos judiciales en la ejecución del acto como acompañamiento o monitoreo jurisdiccional (v. doct. Barcelona, Llop Javier; “Ejecutividad, Ejecutoriedad y Ejecución Forzosa de los Actos Administrativos”, Ed. Europa Artes Gráficas, 1995 pág. 128; Marienhoff, Miguel; Tratado de Derecho Administrativo, T.II, Ed. Abeledo Perrot, 4° Ed., Bs. As., marzo de 2010, pag. 340 y ss.; doct. esta Cámara causa C-2189-MP2 “Municipalidad de General Pueyrredon”, sent. de 10-XI-2010).

En otros casos, ha sido el propio legislador quien diseñó, por razones de política legislativa -sobre cuyo acierto o mérito no corresponde a la jurisdicción expedirse (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 65.464 “Martínez”, sent. de 30-III-2011)-, regímenes especiales que, contrastando con el modelo adoptado por la mayoría de los sistemas reguladores de la impugnación de validez de las decisiones administrativas, asigna efectos suspensivos de pleno derecho a la interposición sea de recursos administrativos, sea de pretensiones judiciales impugnativas de actos administrativos. En el primer supuesto cabría mencionar el art. 106 del Código Fiscal ley 10.397 –t.o. 2004- [cfr. doct. esta Cámara causas A-628-NEO “Vagnini”, sent. de 19-V-2009; P-1795-MP2 “Duch”, sent. de 11-V-2010]. En el segundo caso podría citarse el sistema implementado por la Ley Orgánica del Honorable Tribunal de Cuentas provincial tanto en el antiguo régimen vigente [cfr. arts. 26 y 32 de la ley 4.373] como el actualmente estipulado en el art. 36 de la ley 10.869 y por conducto del cual, la sola interposición de la demanda conlleva la automática suspensión de los efectos del acto (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 56.696 “Centanni”, res. de 26-XI-1996; B. 56.777 “Martino”, res. de 15-IV-1997; B. 58.123 “Esquivel”, res. de 7-X-1997).
3. Con la mira puesta en las distintas vicisitudes que pueden aparecer cuando se examina la nota de ejecutoriedad del acto estatal, juzgo que una adecuada hermenéutica del art. 60 de la ley 13.133 impone -tal lo que afirma la apelante- reconocer que la mera interposición de la demanda contra la resolución administrativa dictada por la Justicia Municipal de Faltas, en el marco de la Ley de Defensa del Consumidor y el código de implementación provincial, importa la consecuente e inmediata suspensión de sus efectos.
Postular una interpretación del texto del art. 60 de la ley 13.133 del modo como lo propone el a quo significaría forzar el verdadero espíritu y alcance de la norma. Es que, cuando el legislador dispuso que solo una vez “consentida o ejecutoriada la resolución” podría la Administración proceder a exigir el cumplimiento de las sanciones, no quiso sino excepcionar a esta especie de acto administrativo de aquel carácter de ejecutoriedad en el que, por regla, abreva tal tipología de actuación estatal.
Así, la norma citada demanda que el acto a ejecutar adquiera previa firmeza, ya sea por vía de la conformidad con lo resuelto -consentimiento expreso o falta de impugnación- o que cause ejecutoria en virtud de haber sido objeto de revisión por la jurisdicción, a tenor de lo prescripto por el art. 70 de la ley 13.133 y confirmado en tal sede.
Repárese que la manda contenida en el art. 60 de la ley 13.133 exige la aplicación de una pauta de interpretación prudente, de conformidad con el sentido de sus palabras y computando que los términos empleados por el legislador no son superfluos (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 63.493 “Tonelli”, sent. de 27-VIII-2008), sino que han sido utilizados con el propósito, en el caso, de asignar efectos suspensivos de pleno derecho a la interposición de la pretensión jurisdiccional impugnativa de la resolución administrativa dictada en el contexto del procedimiento del Código de Implementación de la Ley de Defensa del Consumidor.
Arribo a tal conclusión partiendo de la premisa que postula como misión de quien es llamado a interpretar el texto legal el deber de indagar su verdadero sentido y alcance, a través de un examen exhaustivo y atento tanto de sus letras y palabras (cfr. doct. C.S.J.N. in re A. 70. XLI “Astra Compañía Argentina de Petróleo c/ Y.P.F. s/ proceso de conocimiento”, sent. de 18-XI-2008) como de la voluntad de quien la emitió (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 57.993 “Cejas”, sent. de 27-IX-2006; B. 65.900 “Buceta”, sent de 4-VIII-2010; esta Cámara causa G-818-NE1 “Mate”, sent. de 5-V-2009).

Reafirma todo lo expuesto la circunstancia de que se encuentre con estado parlamentario un proyecto de reforma de la ley 13.133 donde, lo que se somete a examen del legislador, resulta ser la necesidad [tal lo que se desprende de los fundamentos de la iniciativa parlamentaria identificada como Expte. D-1129/10-11] de modificar el sistema de excepción a la ejecutoriedad del acto implementado por el art. 60, y de tal modo, otorgar a la resolución administrativa dictada por aplicación de la Ley 24.240 y la ley 13.133, exigibilidad desde el momento mismo de su notificación al interesado y con total independencia de que resulte impugnado ante la jurisdicción (cfr. www.hcdiputados-ba.gov.ar).
4. Y aunque lo anteriormente explicitado socava las bases sobre las que se apuntala el fallo apelado, cabe poner de resalto que la doctrina vertida por el Cimero Tribunal local en las causas B. 64.511 [y acumulada B. 64.471] “Fiscal de Estado”, res. de 4-XII-2002; B. 68.114 “Aguirre”, res. de 9-III-2005 y B. 68.825 “Lópes”, res. 2-V-2007) dista de poseer la entidad que el a quo les atribuye para predicar la peculiar interpretación que le asigna al art. 60 de la ley 13.133.

Es que, en los citados precedentes, la Corte local procede a delimitar –dada la trascendencia institucional que ostenta- el alcance que cabe atribuir a su intervención cuando le es requerida en el contexto del art. 196 de la Constitución provincial y de los arts. 261 y 263 bis del Decreto ley ley 6769/58, preceptos que por su redacción ambivalente requirieron de interpretación particularizada por el Máximo Tribunal local.
Lejos está el art. 60 de la ley 13.133 de presentar una redacción ambivalente, oscura o confusa como la que pueden contener los arts. 261, 263 bis y ccdtes. del Decreto ley 6769/58. Entonces, mal podría validarse la transpolación –en el supuesto analizado- sin reparos de la doctrina legal sentada en materia de suspensión de los efectos de la actuación estatal frente a la promoción de conflictos de poderes con el alcance que postula el a quo.
De tal modo, y sin perjuicio del pedimento cautelar contenido en el apartado IV del escrito de demanda respecto de la suspensión de los efectos del acto administrativo impugnado –formulado en los términos del art. 25 del C.P.C.A.- [v. fs. 8], es el propio art. 60 de la ley 13.133 el que excluye –por innecesario- el análisis de procedencia de la tutela precautoria requerida conforme los recaudos exigidos por los art. 22 y ss. del C.P.C.A.
III. Si lo expuesto es compartido, habré de proponer al Acuerdo hacer lugar al recurso de apelación interpuesto a fs. 132/134, revocando el fallo obrante a fs 128/130 y, en consecuencia, admitir la suspensión de la ejecución de la resolución administrativa impugnada por la mera interposición de la demanda y hasta tanto se pronuncie sentencia definitiva en la causa (art. 60 ley 13.133). Las costas de esta instancia se deberían imponer en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).


Con el alcance indicado, a la cuestión planteada, voto por la afirmativa.

Los señores Jueces doctor Mora y doctora Sardo con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, votan a la cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto a fs. 132/134, revocando el fallo obrante a fs 128/130 y, en consecuencia, admitir la suspensión de la ejecución de la resolución dictada con fecha 25-03-2008 por el Juez Municipal de Faltas Municipal N° 1, por la mera interposición de la presente demanda impugnatoria y hasta tanto se pronuncie sentencia definitiva en la causa (art. 60 ley 13.133). Las costas de esta instancia se imponene en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).
2. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 Dec. Ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora – Adriana M. Sardo – María Gabriela Ruffa, Secretaria. 
